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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

—Alessandri Besa, Arturo

—Cantuarias Larrondo, Eugenio

—Carrera Villavicencio, María Elena

—Díaz Sánchez, Nicolás

—Díez Urzúa, Sergio

—Errázuriz Talavera, Francisco Javier

—Feliú Segovia, Olga

—Frei Bolívar, Arturo

—Frei Ruiz-Tagle, Carmen

—Gazmuri Mujica, Jaime

—Hormazábal Sánchez, Ricardo

—Horvath Kiss, Antonio

—Huerta Celis, Vicente Enrique

—Lagos Cosgrove, Julio

—Larre Asenjo, Enrique

—Lavandero Illanes, Jorge

—Martin Díaz, Ricardo

—Matta Aragay, Manuel Antonio

—Mc-Intyre Mendoza, Ronald

—Muñoz Barra, Roberto

—Núñez Muñoz, Ricardo

—Ominami Pascual, Carlos

—Otero Lathrop, Miguel

—Páez Verdugo, Sergio

—Piñera Echenique, Sebastián

—Ríos Santander, Mario

—Romero Pizarro, Sergio

—Ruiz De Giorgio, José

—Ruiz-Esquide Jara, Mariano

—Siebert Held, Bruno

—Sule Candia, Anselmo

—Valdés Subercaseaux, Gabriel

—Zaldívar Larraín, Adolfo

—Zaldívar Larraín, Andrés
Y los Diputados señores:

—Acuña Cisternas, Mario

—Aguiló Meló, Sergio

—Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro Pablo

—Allamand Zavala, Andrés

—Arancibia Calderón, Armando

—Ascencio Mansilla, Gabriel

—Aylwin Azócar, Andrés

—Aylwin Oyarzún, Mariana

—Balbontín Arteaga, Ignacio

—Bartolucci Johnston, Francisco

—Caminondo Sáez, Carlos

—Cardemil Herrera, Alberto

—Ceroni Fuentes, Guillermo

—Coloma Correa, Juan Antonio

—Cornejo González, Aldo

—Cristi Marfil, María Angélica

—De la Maza Maillet, Iván

—Dupré Silva, Carlos

—Elgueta Barrientos, Sergio

—Encina Moriamez, Francisco

—Errázuriz Eguiguren, Maximiano

—Escalona Medina, Camilo

—Espina Otero, Alberto

—Estévez Valencia, Jaime

—Ferrada Valenzuela, Luis Valentín

—Fuentealba Vildósola, Renán

—Gajardo Chacón, Rubén

—García García, René Manuel

—García Ruminot, José

—González Rodríguez, José Luis

—Gutiérrez Román, Homero

—Hernández Saffirio, Miguel

—Huenchumilla Jaramillo, Francisco

—Hurtado Ruiz-Tagle, José María

—Jara Wolff, Octavio

—Jeame Barrueto, Víctor

—Jocelyn-Holt Letelier, Tomás

—Jürgensen Caesar, Harry

—Kuschel Silva, Carlos Ignacio

—Latorre Carmona, Juan Carlos

—León Ramírez, Roberto

—Letelier Morel, Juan Pablo

—Letelier Norambuena, Felipe

—Longueira Montes, Pablo

—Luksic Sandoval, Zarko

—Martínez Labbé, Rosauro

—Martínez Ocamica, Gutenberg

—Masferrer Pellizzari, Juan

—Melero Abaroa, Patricio

—Morales Morales, Sergio

—Moreira Barros, Iván

—Munizaga Rodríguez, Eugenio

—Naranjo Ortiz, Jaime

—Navarro Brain, Alejandro

—Ojeda Uribe, Sergio

—Orpis Bouchón, Jaime

—Ortiz Novoa, José Miguel

—Palma Irarrázabal, Andrés

—Palma Irarrázabal, Joaquín

—Pérez Opazo, Ramón

—Pérez Várela, Víctor

—Pizarro Soto, Jorge

—Prochelle Aguilar, Marina

—Prokurica Prokurica, Baldo

—Rebolledo Leyton, Romy

—Reyes Alvarado, Víctor

—Ribera Neumann, Teodoro

—Rocha Manrique, Jaime

—Rodríguez Cataldo, Claudio

—Salas de la Fuente, Edmundo

—Seguel Molina, Rodolfo

—Silva Ortiz, Exequiel

—Solís Cabezas, Valentín

—Soria Macchiavello, Jorge

—Sota Barros, Vicente

—Taladriz García, Juan Enrique

—Tohá González, Isidoro

—Ulloa Aguillón, Jorge

—Urrutia Ávila, Raúl

—Urrutia Cárdenas, Salvador

—Valcarce Medina, Carlos

—Valenzuela Herrera, Felipe

—Vargas Lyng, Alfonso

—Venegas Rubio, Samuel

—Vilches Guzmán, Carlos

—Villegas González, Erick

—Villouta Concha, Edmundo

—Walker Prieto, Ignacio

—Wörner Tapia, Martita

—Zambrano Opazo, Héctor

Concurrieron, además, los señores Ministros del Interior y Secretario General de Gobierno, y el señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo.

Actuó de Secretario del Congreso Pleno el Secretario del Senado, señor Rafael Eyzaguirre Echeverría.

II. APERTURA DE LA SESION



--Se abrió la sesión a las 11:15, en presencia de 34 señores Senadores y 90 señores Diputados.

El señor VALDES (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

)------------(

El señor VALDeS (Presidente).— Esta sesión se celebra en conformidad a lo dispuesto en el artículo 117 de la Constitución Política de la República de Chile, para lo cual se requiere la asistencia de la mayoría del total de miembros del Congreso Nacional.



En este momento, hay 118 señores Parlamentarios en la Sala, de un total de 166. Como para celebrar válidamente la sesión se necesita la presencia de 84, hay quórum más que suficiente para ello.

III. APROBACION DE ACTA

El señor VALDÉS (Presidente).— Si no hay oposición, daré por aprobada el acta de la sesión del Congreso Pleno celebrada el 21 de mayo de 1995.



—Aprobada.
IV. ORDEN DEL DIA
REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE FECHA

DE ELECCIONES MUNICIPALES

El señor VALDES (Presidente).— La presente sesión tiene por objeto tomar conocimiento y votar, sin debate, el proyecto de reforma constitucional que modifica la fecha de las elecciones municipales.



En su oportunidad, el Senado y la Cámara de Diputados aprobaron la enmienda en cuestión con los quórum exigidos en el artículo 116 de la Carta Fundamental.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de reforma constitucional:



En segundo trámite, sesión 23ª, en 12 de diciembre de 1995.



Informe de Comisión:



Gobierno y Constitución, unidas, sesión 24ª, en 13 de diciembre de 1995.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a los señores Parlamentarios, se omitirá la lectura del proyecto.



Acordado.



La Mesa propone que la votación sea nominal y que se realice por estricto orden alfabético.



Esta mañana, en una reunión conjunta de los Comités del Senado y de la Cámara de Diputados, se acordó que cada uno de ellos disponga de un máximo de 25 minutos, el que se distribuirá entre los señores Parlamentarios que deseen usar de la palabra. La Mesa llevará la respectiva cuenta, de manera de asegurar el cumplimiento de tal acuerdo.



El Comité que no desee hacer uso de su tiempo no podrá cederlo a otro, única forma de dar cumplimiento al Reglamento —que consagra el derecho de cada congresal a usar cinco minutos para fundamentar su voto— y, al mismo tiempo, tener orden en el desarrollo de la sesión, lo cual exige ceñirse estrictamente a la materia de la convocatoria. La Mesa no aceptará tratar otro tema, porque la Constitución es muy rígida al respecto, al disponer que no habrá debate y que se votará sólo el asunto en cuestión, en este caso la prórroga de la fecha de las elecciones municipales.



Cada señor Parlamentario será llamado por orden alfabético, y aquel que desee usar de la palabra lo hará desde el podio.



En votación.



—(Durante la votación).

El Senador señor ALESSANDRI— Señor Presidente, al discutirse el proyecto en el Senado, voté en contra, por estimar que, al igual que muchos otros Honorables colegas, constitucionalmente no se puede o, en todo caso, es inconveniente prorrogar el mandato a autoridades elegidas por un plazo determinado.



Para ser consecuente con lo que expresé en su oportunidad y con el pronunciamiento que emití, voto en contra.

El Senador señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, quiero fundamentar nuestros votos negativos a esta reforma constitucional.



Como es sabido, su propósito es postergar las elecciones municipales desde fines de junio a octubre de 1996. Se han esgrimido para ello razones de carácter climático, recordando que en ese primer mes una buena parte de nuestro país se encuentra en pleno invierno y que, por eso, no existirían las facilidades para una amplia y, ojalá, cada vez creciente participación ciudadana en los comicios populares.



Sin embargo, para deshacer ese argumento ficticio, quiero manifestar que tengo en mis manos las estadísticas correspondientes a las abstenciones registradas —la manera como se mide el ausentismo o, eventualmente, la imposibilidad de votar— en las últimas cinco elecciones municipales efectuadas en nuestro país. Y según consta en los antecedentes proporcionados por la Oficina de Informaciones del Senado, en 1960 los comicios municipales de esa fecha tuvieron una abstención de 30,5 por ciento; en 1963, de 19,5 por ciento; en 1967, de 23,75 por ciento; en 1971 —los últimos celebrados antes del pronunciamiento militar— de 25,25 por ciento, y, finalmente, en las elecciones realizadas en junio de 1992, la abstención fue de 10,15 por ciento.



En suma, la razón climática que impediría la participación ciudadana en los comicios, demuestra que en las cuatro elecciones previas a 1992, el promedio de abstenciones fue de 24,75 por ciento, vale decir, casi dos veces y media a la habida en junio de 1992.



No es efectiva, entonces, la razón climática esgrimida como argumento para el mejoramiento de la democracia y para el incremento de la participación ciudadana, como tampoco es cierto que estamos extendiendo el mandato de las actuales autoridades municipales con el propósito de mejorar la democracia. Probablemente, existen otros objetivos distintos —tal vez, son muy legítimos, pero no han sido declarados— a los hechos valer públicamente para darle fundamento y contenido a la reforma constitucional que hoy día está votando el Congreso Pleno.



Cuando tratamos y debatimos intensamente la materia en el Senado, voté favorablemente la idea de legislar. Procedí en esa forma, porque deseábamos introducir modificaciones de carácter diferente, que nos permitiesen resolver ciertos problemas que presenta nuestro calendario electoral, distintos a los esgrimidos aquí y que, ciertamente, deben ser resueltos de otra forma.



Votamos que sí a la idea de legislar, con el objeto de reunir y regularizar o normalizar el proceso de elecciones que hoy día nos tiene con un calendario bastante sobrecargado, porque —como alguien publicó— implicaría dieciséis o diecisiete comicios en los próximos veintiún años, lo que, ciertamente, resulta abrumador para la mayor parte de la ciudadanía.



Nuestro interés —por lo demás, presentamos un proyecto en tal sentido hace ya tres años— era reunir los procesos electorales, para disminuir su número. Al efecto contamos con la buena voluntad y con la intención de votos de los diversos sectores políticos representados en el Senado; pero, desgraciadamente, no se consiguió la suma de voluntades que permitiese resolver el tema relativo a la excesiva cantidad de comicios.



Si Sus Señorías me lo permiten, quiero recordar brevemente que parte de los problemas que conllevan las elecciones municipales apunta al hecho de que tradicionalmente en nuestra historia política, tales comicios han sido utilizados con propósitos muy distintos al que se persigue: generación o elección de autoridades locales. Ha sido usual que en Chile las elecciones municipales se empleen como especie de plebiscito para valorizar la gestión gubernamental, lo que, de paso, significa que el Gobierno, necesariamente, debe comprometerse con los resultados de las mismas, retirándole así soberanía e imperio al pueblo para manifestarse respecto de la elección de las autoridades municipales.



Además, en tales comicios tradicionalmente se han medido las distintas corrientes y coaliciones políticas y los partidos políticos que las componen. Es cuestión de poner atención a los medios de comunicación para constatar que, en verdad, los partidos políticos, incluso los que integran coaliciones similares —en esto nosotros damos un sobrado y amplio ejemplo— se aprestan a usar el resultado de las elecciones para acarrear agua a sus molinos respecto de sus pretensiones, que pueden ser muy legítimas, pero distintas a la generación de autoridades municipales. Y, por qué no decirlo, también se miden de alguna manera, sensibilidades al interior de los propios partidos.



En consecuencia, las razones señaladas hacían conveniente, a mi juicio, reunir este tipo de elecciones con otras, a fin de permitirnos retirar la excesiva carga política que hoy día presentan las elecciones municipales y resolver determinados problemas. No los estamos solucionando, sino simplemente prorrogando el plazo de algunas autoridades, colocándonos al filo de la institucionalidad y la Constitución —o, tal vez, sobrepasándolas—, porque nos estamos poniendo por encima de la voluntad del soberano que eligió por determinado tiempo a ciertas autoridades y cuyo plazo se pretende prorrogar.



Pero, al margen de lo anterior —en cuanto a que por motivos de bien común autoridades distintas (lo menciono, para que no se me conteste con el ejemplo de que eventualmente los Diputados o Senadores, conforme a un acuerdo podrían resolver la prórroga de sus propios mandatos)—, en el caso de la elección de autoridades municipales, lo cierto es que, por razones de bien común general, a lo mejor, sería conveniente extender su período. Sin embargo, aquí se viene prorrogando su mandato con fines que no consigo descubrir claramente. Ellos no han sido debidamente fundamentados, no se relacionan de manera alguna con la participación ciudadana y, desde luego, no tienen ninguna vinculación con el tema. De modo que resulta inaceptable que se establezca determinada relación entre la participación ciudadana y una suerte de "democracia climática".



Por todas esas razones y porque hasta el último momento intentamos que se prorrogara el plazo de las próximas autoridades municipales, para que se refundiesen las votaciones y de esa manera ir resolviendo los problemas de nuestro sobrecargado calendario electoral del futuro —lo que no conseguimos que el Senado aprobara en su oportunidad—, nosotros estamos rechazando esta iniciativa.



Dieciséis o diecisiete comicios en los próximos 21 años constituyen, ciertamente, una exageración, sobre todo en la medida en que se mantienen los motivos que han informado las objeciones formuladas justificadamente en el pasado a estas elecciones. A nosotros nos parece muy bien consultar a las personas respecto de los problemas que les importan, y hemos sido resueltos y entusiastas partidarios de la realización de plebiscitos comunales y de consultas tendientes al cumplimiento de ese objetivo. Pero algo distinto —y de por sí muy distinto— es este calendario con usos y materias tan enteramente diferentes.



Por esas razones, porque no resolvemos ningún problema, porque creamos otro y dejamos un pésimo testimonio de improvisación en la manera como se hace la política, voto en contra.

El Diputado señor CERONI.— Señor Presidente, Honorables Parlamentarios:



El Partido por la Democracia, al iniciarse el trámite de este proyecto de ley que modifica la fecha de las elecciones municipales, asumió una posición clara en el sentido de manifestarse en contra, y, así, votó en forma negativa la idea de legislar. La razón esencial para ello obedeció al criterio de que no era adecuado prorrogar el mandato de autoridades en ejercicio, ya que habían sido elegidas por el pueblo para un período determinado. Estimamos, además, que se iba a pasar por encima de la soberanía popular y a afectar el sistema democrático mismo.



Pero hoy nos encontramos frente a una iniciativa ya tramitada y acogida en la Cámara de Diputados y en el Senado. Ante esa situación, nuestra colectividad política considera que se han dado las mayorías necesarias para aprobarla y para que, en definitiva, se convierta en ley.



Por lo tanto, la bancada de Diputados del Partido por la Democracia ha acordado, en un reconocimiento claro, con un espíritu absolutamente democrático, sumarse a estas mayorías y apoyar el proyecto.



Voto a favor.

El señor VALDES (Presidente).— Saludo la presencia en la Sala de los señores Ministros del Interior y Secretario General de Gobierno, y del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo.



Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.

El Senador señor DIAZ.— Señor Presidente, Honorables colegas:



Se ha hecho un poco de ironía y se ha tratado en forma despectiva el tema del clima, como si no revistiera importancia. Pero quienes escuchamos en su oportunidad los discursos de los señores Senadores representantes de la zona sur, especialmente de la Séptima a la Duodécima Regiones, quedamos impactados después, viendo las imágenes, con lo que había pasado en ese extenso territorio: aislamiento de pueblos, corte de puentes, inundación de caminos y desvinculación absoluta de enormes extensiones de terreno y grandes poblaciones. Eso se encuentra en el recuerdo vivo de los señores Parlamentarios.



El mismo Presidente Frei viajó a la zona, ante la gravedad de los hechos, y vimos que en más de una ocasión su avión, sencillamente, no pudo aterrizar.



Eso ocurrió en el invierno de 1995. ¿Quién nos puede asegurar que en el invierno de 1996, en junio, no sucederá un fenómeno climático de iguales características? Nadie puede predecirlo.



Cuando algunos señores Parlamentarios hablan de lo que acontece en Rusia, donde se registran nevazones intensas y fríos con temperaturas bajo cero —20 a 30 grados— durante las elecciones, cabe hacer presente que nosotros no estamos en ese país: estamos en Chile. Y debemos atenernos a nuestra realidad, no a la de África, ni a la de Rusia, ni a la de ninguna otra parte. Y aquí, en una eventualidad similar, quedarían enormes cantidades de chilenos sin poder ejercer el derecho soberano de elegir a sus autoridades municipales, cuya importancia es fundamental.



Por lo tanto, el clima resulta relevante. Si no, pregunten Sus Señorías en la Cuarta Región cuál es la situación con motivo de la sequía, y en las Regiones Octava a Undécima, cuál es la que se enfrenta luego de tres meses de falta de lluvia. ¡A ver si el clima tiene o no tiene importancia en nuestro país!



La Democracia Cristiana espera que participe el mayor número posible de personas en elecciones fundamentales para la democracia chilena como son las municipales.



Cuando el Senador señor Cantuarias hace referencia a porcentajes de abstención pasados, tenemos que recordar un hecho político importante: las últimas elecciones municipales se realizaron en período democrático. Y en 1992 había un especialísimo deseo de votar, porque 98 por ciento de los alcaldes era designado, sin corresponder a la representación popular, y la gente tenía un gran interés en elegir sus autoridades democráticas. Entonces, el argumento no es válido, porque las circunstancias son absolutamente distintas.



Cuando se nos achaca que a lo mejor abrigamos una segunda intención, de propiciar que las elecciones se celebren en octubre porque las condiciones son más favorables, desde el punto de vista ya no sólo climático, sino también político, podemos consignar que con algunos señores Senadores de la Democracia Cristiana y de otros partidos —por las razones que adujo el Honorable señor Cantuarias, con las que comulgamos— propusimos, antes de los comicios municipales de 1992, que ellos fueran postergados, para que se celebraran juntamente con los parlamentarios.



Y si se nos argumenta que no existen precedentes, debo recordar que sí los hay: en el Gobierno de don Carlos Ibáñez del Campo se postergaron ciertas elecciones. Y hubo aceptación para ello, porque concurrían razones más que fundadas para hacerlo.



Ahora, es imposible predecir las posibilidades de que se repita un fenómeno. Pero no olvidemos dos cosas importantes: que el 21 de junio de cada año comienza el invierno, con el solsticio del mismo nombre, y que el 21 de septiembre termina esa estación, con el equinoccio de primavera. Y en esa temporada es cuando llueve —no el 27 de octubre— y se producen los mayores desastres, con inundaciones y aislamiento de pueblos, lo que redunda en la imposibilidad de acudir a las urnas.



Hay razones más que fundadas, entonces, para tomar la medida que nos ocupa.



Creemos, por último, que de ninguna manera se nos puede calificar de antiéticos por pretender prorrogar un mandato de la soberanía popular, como el de los concejales y alcaldes, porque lo estamos pidiendo para otros, no para nosotros. Aun más, ellos tampoco lo solicitaron; incluso, en un momento dado se opusieron.



Lo que deseamos como democracia es que ojalá ciento por ciento de los habitantes de Chile pueda elegir a sus autoridades municipales. Y por eso la bancada democratacristiana estuvo de acuerdo desde el comienzo con este proyecto de reforma constitucional.



Voto que sí.

El Senador señor DIEZ.— Señor Presidente, señores miembros del Congreso Pleno:



Se ha sostenido que esta reforma es de dudosa constitucionalidad, y también, que hay razones distintas de las de orden climático para dictarla.



En primer lugar, quiero dejar constancia de que la aprobamos en la conciencia de que es absolutamente constitucional.



Nosotros somos el poder constituyente derivado; el poder constituyente originario es el pueblo, que aprobó el Texto Fundamental. Como poder constituyente derivado, se nos ha dado facultad durante un plazo para modificar la Carta. Por lo tanto, carecemos de potestad jurídica para extender tanto nuestro período de Parlamentarios como el del Presidente de la República, que también es poder constituyente derivado.



Muy distinta es la situación de otras autoridades. Entre ellas, las municipales. No sólo tenemos facultad para extender su período, sino además para cambiar su sistema de elección. Hemos pasado de alcaldes designados a alcaldes elegidos. Y también tenemos potestad para sustituir los municipios por organismos con mecanismo de elección distinto.



Por consiguiente, esta reforma se ajusta absolutamente a los principios y a la letra de la Constitución, que en esta materia no nos pone limitación alguna.



Se ha dicho que somos poco respetuosos de la soberanía popular al extender por algunos meses un mandato emanado de ella.



El mandato de los actuales concejales, hasta el momento en que termine el período por el que fueron elegidos, proviene de la soberanía popular. Desde esa fecha y hasta que se constituyan las nuevas autoridades municipales, su mandato emana de la propia Constitución. Y ésta no otorga mandato a cualquiera, sino precisamente a quienes fueron elegidos por la soberanía popular.



En consecuencia, esta reforma no puede ser más respetuosa de la resolución de nuestro electorado.



Se ha sostenido por otra parte, casi en forma de caricatura, que no existe una "democracia climática".



Es obligación nuestra velar por que el ejercicio de la soberanía popular sea real y no sólo teórico. Y si bien es cierto que en la elección anterior tuvimos un invierno benigno, no lo es menos que en los años siguientes, casi sin excepción, la Novena Región —que represento en el Senado— y las Regiones contiguas han sufrido en esa época inundaciones, crecidas de ríos, nevadas, cortes de puentes, etcétera, lo cual ha motivado que todos los Parlamentarios nos hayamos visto envueltos pidiendo la reconstrucción o reparación de la infraestructura dañada. De manera que no se puede señalar como precedente un año benigno para colegir que todos los inviernos tendrán esa característica, porque eso no responde absolutamente a ninguna lógica.



En seguida, se han comparado las elecciones municipales anteriores con la última que celebró el país. Pero eso no obedece a ningún rigor científico — ¡ninguno! — ni real, porque se olvida que había dos leyes y dos inscripciones electorales completamente distintas. Unas, con decenas de años de duración; sin sistema computacional; sin que tuviéramos certeza de que las personas inhábiles fueran registradas como tales; con inscripciones dobles, como lo dijo la Escuela de Derecho de la Universidad Católica; un sistema de inscripciones electorales que no resistía un comicio más, según lo expresó el Ministro del Interior de la época, General Carlos Prats. De modo que comparar porcentajes de abstención determinados conforme a esos mecanismos electorales con los registrados mediante sistemas nuevos, recientes, computarizados y actualizados día a día, no tiene ninguna rigurosidad científica.



Porque somos partidarios de que la soberanía popular se ejerza realmente, y —si es dable decirlo— aun con mayor fuerza por quienes más lo requieren, deseamos esta reforma. Es posible que ella no afecte a las grandes ciudades. Sin embargo, para las comunas rurales pequeñas, enclavadas en los senos cordilleranos de nuestras Regiones, formadas muchas veces por chilenos de origen pehuenche o mapuche, la municipalidad es mucho más importante que para las ciudades grandes o intermedias: exclusivamente de ella dependen la única escuela de los alrededores; la salud brindada en el único consultorio de la zona; el arreglo de los caminos y puentes, en fin.



Pensando en mis connacionales de Curarrehue, creo que el municipio de esta comuna, ubicada en plena cordillera, es más importante para sus habitantes que lo que son las municipalidades para quienes residen en las grandes ciudades. Y no puedo olvidar que cerca de 80 por ciento de sus electores viven en reductos cordilleranos que permanecen aislados durante el invierno.



Por respeto a ellos y a todos los chilenos que se hallan en situación análoga, vamos a votar favorablemente este proyecto. Porque, a nuestro juicio, la soberanía no sólo debe ser respetada, sino también tratada con absoluta delicadeza.



Voto que sí.

El Diputado señor ERRAZURIZ.— Señor Presidente, Honorables colegas del Congreso Pleno:



Hemos sido convocados para votar la reforma constitucional que prorroga el mandato de los actuales concejales a fin de postergar la elección municipal desde el 28 de junio al 27 de octubre del presente año.



Esta misma reforma, que obedece a un mensaje del Ejecutivo, fue presentada en el período anterior por el Diputado de Renovación Nacional don Juan Enrique Taladriz, siendo rechazada. En mayo de 1995 la presentamos nosotros, quedando radicada en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara Baja.



Los fundamentos de ella son de sobra conocidos: el voto debe ser informado y una elección en pleno invierno dificulta, no sólo la concurrencia de los electores a las urnas, sino también la campaña electoral y puede traducirse en una muy baja participación ciudadana.



Me ahorra todo comentario sobre esta materia lo expresado por el Senador señor Sergio Díez.



Se ha planteado que no corresponde burlar al electorado prorrogando en cuatro meses el mandato de quienes fueron electos en 1992. Sin embargo, muchos de los Parlamentarios aquí presentes votaron favorablemente la reforma constitucional que redujo de 8 a 6 años el mandato del actual Presidente de la República, don Eduardo Freí Ruiz-Tagle. Esa enmienda se votó el domingo 13 de febrero de 1994 —dos meses después de que la ciudadanía lo eligió por 8 años— y se aprobó por 119 votos a favor, 6 en contra y una abstención. ¿Por qué los mismos Parlamentarios que votaron favorablemente esa reforma hoy se oponen a ésta? Hay un aforismo jurídico que dice: "Donde hay la misma razón debe haber la misma disposición".



Por eso, señor Presidente, nos parece absolutamente adecuado que se prorrogue el mandato constitucional de los actuales concejales, como un medio para hacer posible la postergación de las elecciones municipales.



Para los efectos de la historia fidedigna de la ley, quiero hacer resaltar que la frase final del inciso primero de la disposición trigesimaquinta, que se propone incorporar y que señala: "En todo caso, los concejos se instalarán el día 6 de diciembre del mismo año.", tiene por objeto establecer que, aun cuando algunos concejos, por distintas razones, deban instalarse en fechas diferentes, para todos los efectos constitucionales y legales se considerará que el período de 4 años de duración de sus mandatos comenzó el 6 de diciembre del presente año.



Cabe destacar la presencia de los señores Diputados y Senadores de todos los Partidos que han interrumpido su merecido descanso para llegar esta mañana al Congreso Pleno. El Reglamento sanciona a los Diputados inasistentes sólo cuando la sesión fracasa por falta de quórum. Éste no es el caso. No obstante, propondremos una modificación al Reglamento a fin de que cuando se voten reformas constitucionales se multe a los Parlamentarios que no concurran sin estar con permiso constitucional.



Si deseamos prestigiar al Congreso debemos dar el ejemplo y cumplir nuestras obligaciones como Diputados y como Senadores. Si estamos de acuerdo con una reforma, votémosla a favor; si estamos en contra, votémosla en ese sentido, y, por último, hagamos uso de la facultad de abstenernos. Pero no podemos dar un espectáculo que nos desprestigia como Parlamentarios.



Por los motivos expuestos, señor Presidente y Honorable Congreso Pleno, voto favorablemente esta reforma constitucional.

El Senador señor ERRAZURIZ.— Señor Presidente, primero, por las razones que en su oportunidad expuse en las Comisiones y en la Sala del Senado; segundo, porque no estimo prudente ni adecuado que los Parlamentarios alarguen o acorten el período de mandato de las autoridades elegidas por el pueblo, y menos aún que ello se haga después de efectuados los comicios (en consecuencia, no es válido el ejemplo dado acerca de Su Excelencia el Presidente de la República don Eduardo Frei Ruiz-Tagle); tercero, porque considero que no debe sentarse un grave precedente —ni en razón de circunstancias extraordinarias y mucho menos climáticas— al vulnerar la decisión de la soberanía popular por plazos conocidos y no indeterminados; cuarto, porque, como se encuentra demostrado, no es suficiente justificación el factor climático esgrimido; quinto, porque el proyecto se aprobó con urgencia expresamente calificada de "Discusión Inmediata", modalidad que durante los cuatro años transcurridos desde la última elección parlamentaria nos ha estado impidiendo abocarnos al perfeccionamiento de todos los proyectos de ley, que es nuestro deber despachar lo mejor posible; sexto, porque pienso que ese tipo de urgencia constituye una falta de respeto hacia nuestro cargo, dada su generación por la soberanía popular, y hacia nuestras prerrogativas parlamentarias, al imposibilitarnos cumplir como es debido el mandato recibido del pueblo; séptimo, porque si ha de modificarse la Ley Fundamental, tal enmienda debió hacerse respecto de materias también fundamentales, que afectan a los ciudadanos y a las municipalidades, es decir, respecto de una buena organización comunal, ya que la ley actual no es buena, y no referida únicamente a la conveniencia de realizar las elecciones en los meses de verano; y, por último, porque me gusta que haya consecuencia entre lo que voto y afirmo en las Comisiones y en la Sala, y mi actuación en el Congreso Pleno, rechazo el proyecto de reforma constitucional.

La Senadora señora FELIU.— Señor Presidente, Honorables señores Parlamentarios, mediante la disposición transitoria que se propone incorporar a la Constitución Política, se posterga en cuatro meses la elección de las autoridades municipales que debe llevarse a efecto en el próximo mes de junio y, como consecuencia directa de esa postergación, se prorroga también el mandato de los alcaldes y de los concejales en ejercicio.



A mi juicio, el fundamento oficial de esta medida —razones climáticas—, no es suficiente para justificarla.



Es cierto que en nuestro país no es conveniente efectuar elecciones en invierno, sobre todo en las regiones más australes, donde la rigurosidad del clima puede llegar a constituir un impedimento para que sus habitantes concurran a votar. Pero esta circunstancia debió ponderarse debidamente cuando se aprobó la fijación de tales actos eleccionarios en época invernal. Desafortunadamente, en esa oportunidad primaron otras consideraciones frente a los factores climáticos, las que se tuvieron especialmente en cuenta en su momento y que llevaron a determinar la realización de estos comicios en pleno invierno, hecho que, por lo demás, en la práctica no generó inconvenientes de ninguna clase. Sin embargo, ahora se atribuye tal importancia al factor climático que se le considera lo bastante poderoso como para justificar, no ya el cambiar la fecha de la elección, sino el sobrepasar la voluntad soberana del pueblo expresada en las urnas, prorrogando el desempeño de alcaldes y concejales más allá del plazo por el cual fueron elegidos.



No me parece que ese procedimiento sea lo correcto. Si bien el factor climático es digno de ser tomado en cuenta al momento de fijar la fecha de un acto electoral, en ningún caso es argumento suficiente para extender el mandato de autoridades cuya investidura emana de elecciones. No existen estadísticas en las cuales se demuestre que a causa del clima haya menor concurrencia de votantes. Y no ocurrió así en 1992, en los comicios municipales pasados, que tuvieron lugar en pleno invierno.



¿Por qué, entonces, esta urgencia por impedir la realización del acto eleccionario que debe llevarse a cabo en junio próximo? ¿Por qué no se mantiene, por esta vez, la fecha fijada y se modifica el período de los alcaldes y concejales que se elijan en esa ocasión, de modo que la prolongación extraordinaria de sus mandatos sea ratificada en las urnas? Este último procedimiento sí se ajustaría a la Constitución y a un adecuado ejercicio de la soberanía popular.



Como, en mi opinión, se posterga, de manera injustificada, un acto eleccionario y se prorroga el período de desempeño de autoridades municipales de elección popular más allá de la fecha hasta la cual fueron elegidas, voto en contra de esta reforma constitucional.

El Diputado señor FERRADA.— Señor Presidente, frente al proyecto de reforma constitucional que debe ser votado hoy, aparece como una obligación ineludible fundamentar públicamente una decisión de apoyo a la iniciativa, porque algunas voces se han alzado, dentro y fuera del Parlamento, lanzando en el fondo una grave acusación: se ha dicho y escrito por todos los medios que la aprobación de este proyecto de reforma constitucional constituiría un símbolo de acción antidemocrática; contrario a las normas más elementales del Estado de Derecho; violentador del orden constitucional vigente; en fin, que llegaría a ser, en los hechos, una demostración palpable de la causa del desprestigio en que se encontraría sumida la actividad política y Parlamentaria nacional.



Se ha llegado a sostener, incluso, que no correspondería concurrir a una sesión como ésta "para no cohonestar con su presencia un acto de suyo inconstitucional y antidemocrático ".



Palabras demasiado duras, y a mi juicio también ofensivas, para quienes sí hemos venido a cumplir con nuestro deber, independientemente de la forma como cada uno de nosotros vote, de acuerdo con la recta conciencia personal.



Creo que nadie, ninguno de nosotros, por respetable que sea, cohonesta con su sola presencia los actos del Parlamento. Porque la propia honestidad de nuestro Congreso, que es mucha y suficiente, emana de la Constitución Política, de la ley y de la misma grandeza del Estado de Chile, que es y será siempre superior a cualquiera de nuestras personas.



El Congreso Nacional, al aprobar esta reforma, no ha actuado de manera antidemocrática, no ha vulnerado de modo alguno la Carta Fundamental, no está estableciendo precedentes funestos, sino, al revés, ha actuado conforme a derecho para resolver un problema jurídico muy concreto, y ha guiado su conducta de acuerdo con el interés nacional. Y al hacerlo, ha seguido los caminos de varios Parlamentos anteriores, algunos de los cuales me permitiré recordar brevemente.



Señor Presidente, estas acusaciones no deberían dejarse pasar por alto fácilmente. Porque, como bien se sabe, al desprestigio de los Parlamentarios sigue el del Parlamento, y al de éste, finalmente, el del régimen democrático. Porque no hay un método más seguro de debilitar al máximo el valor de la democracia en la conciencia ciudadana que a través del desprestigio sistemático de las instituciones y de sus actos.



Lo único que hicieron el Gobierno y el Parlamento fue asumir que, respecto de la próxima fecha de elección municipal, no existía certeza jurídica ni claridad legal que emanara directamente de la Constitución o de la ley. Esta situación derivó principalmente de ser los municipios actualmente vigentes los primeros que se instalaron —en diferentes oportunidades, varios de ellos— bajo una modalidad de elección democrática.



Esa falta de certeza y claridad jurídica generó, primero, serias dudas y falta de acuerdo entre las autoridades del Ejecutivo y la Dirección del Registro Electoral, que después de un tiempo prolongado, sin solución, se procuró zanjar mediante una consulta y un dictamen del Tribunal Electoral.



Este dictamen —que podrá compartirse o no— resultó un acto de jurisdicción sin mérito jurídico suficiente para establecer un principio de solución frente a la duda producida, puesto que, si se revisan las facultades específicas que la ley otorga a ese Tribunal Electoral y se aprecian en relación a la naturaleza del conflicto surgido, inevitablemente se concluirá que dicho órgano no tiene competencia válida para pronunciarse sobre este respecto, dirimiendo conforme a derecho la situación planteada.



Sólo una reforma del orden de la que estamos aprobando, dentro de lo que son las exigencias del Derecho Público chileno, podía resolver el fondo de una cuestión jurídica-constitucional, que tiene su origen en un vacío o defecto legal inicial.



Por ello, en mi concepto, el Gobierno actuó correctamente al presentar la iniciativa de reforma constitucional, que, por lo demás, los críticos se esmeraron en hacerla aparecer como obra del Parlamento, y todos sabían, o deberían saber, que a la época en que ella ingresó para su tramitación en el Congreso (y mucho peor, hace sesenta días, cuando ambas Cámaras la despacharon), era dificilísimo en los hechos, o más bien, virtualmente imposible, en razón de circunstancias prácticas y técnicas, no imputables al Congreso Nacional, preparar y realizar la elección en el próximo mes de junio.



Ésa es y ha sido la realidad dentro de la cual ha debido operar nuestra voluntad.



Se ha dicho con desdén —como se recordó aquí—, e incluso con cierta crueldad, que el argumento de fijar el día de las elecciones en una época o estación diferente de la del invierno, es baladí; que no tiene ninguna importancia; que se trataría de una excusa barata y, en el fondo, falsa. Olvidan o ignoran quienes así piensan la auténtica realidad de los habitantes de las provincias australes del país.



Pero no es eso lo más grave, señor Presidente. Lo que se desconoce o no se considera es que, representando el sufragio electoral un deber, una obligación ineludible sujeta a sanciones judiciales —o sea, una carga ciudadana—, ella debe ser, conforme a la Constitución y sus garantías, una e igual para todos, equitativa, distribuida e impuesta por la ley con justicia. Éste es un principio sagrado de la democracia.



Y nadie podrá convencerme de que esa obligación ineludible, de votar bajo sanción judicial —por eso las estadísticas muestran que en todas partes se vota de la misma manera—, es igual y proporcional en cuanto a su cumplimiento, en el mes de junio, para el ciudadano de La Serena, Arica o Viña del Mar, que para la chilena madre de familia que muchas veces con su hijo en los brazos debe navegar en pleno invierno tres o cuatro horas para llegar hasta su mesa de sufragio en Quellón. No, señor Presidente, no se cumple de la misma forma la obligación o carga impuesta por la ley.



Se recordó aquí, como precedente histórico, el Congreso Pleno que aprobó rebajar la duración del mandato del Presidente don Eduardo Frei Ruiz-Tagle.



Quiero añadir otro ejemplo, que es, al caso, mucho más preciso.



En noviembre de 1958, recién iniciado el mandato de don Jorge Alessandri Rodríguez, su Gobierno propuso al Parlamento una reforma constitucional idéntica a la actual, con solicitud de urgencia y sostenida por su Ministro del Interior, don Enrique Ortúzar Escobar, para postergar las elecciones municipales por un año, alargando por doce meses el período del mandato de los regidores y alcaldes que hasta ese entonces duraban sólo tres años, y pasaron a desempeñarse por cuatro.



Tengo en mi poder las Versiones Taquigráficas del Senado y de la Cámara donde consta la discusión y la aprobación de dicha reforma. El debate va desde la Sesión 4ª en adelante de la Legislatura Extraordinaria de 1958. Aquí están los discursos del Presidente Alessandri, del Ministro del Interior don Enrique Ortúzar, de los Senadores —no daré nombres; algunos corresponden a abuelos y padres de Parlamentarios presentes— y Diputados de las distintas tiendas políticas que la aprobaron.

El Senador señor LAVANDERO.— Yo voté en esa ocasión.

El Diputado señor FERRADA.— Efectivamente, entre ellos se hallaba el actual Senador señor Lavandero.



No creo que ni el Presidente Alessandri ni sus Ministros, ni el Parlamento vigente el año 1958, donde estaba don Francisco Bulnes, don Juan Antonio Coloma, el Diputado señor Schaulsohn o don Fernando Alessandri, fueran todos antidemocráticos y vulneradores de la Constitución.



Una última reflexión, señor Presidente, antes de votar que sí.



Tiene el país por delante un difícil problema que será indispensable resolver a la brevedad. Tal como está hoy día el cronograma electoral —según se ha recordado—, en los próximos 20 años deberán realizarse 17 elecciones nacionales diferentes. Es decir, casi una por año. Chile ni nación alguna puede resistir un régimen tal. Habrá que establecer, por el bien del país, un cronograma distinto y más razonable. A ello tiende un proyecto recientemente presentado en la Cámara Baja por varios Diputados, entre los que me cuento, pero cuyo autor principal es el Diputado señor Ignacio Walker.



Cualquiera que sea la solución que se alcance—la que propone el proyecto, u otra—, si se desea corregir el actual esquema habrá que acortar y acomodar los períodos de ejercicio de algunas autoridades, y quizá disminuir los de nosotros mismos. Cuando así ocurra, espero que no seamos sindicados también como antidemócratas o vulneradores de la Constitución. Tal acusación, señor Presidente, sería tan injusta e infundada, y acaso ofensiva, como aquélla con la cual hoy se ha intentado reprocharnos, y como lo hubiera sido igual imputación al Parlamento de 1958, bajo la Administración del Presidente Alessandri.



Voto que sí.

El Senador señor GAZMURI— Señor Presidente, Honorables colegas, vamos a votar favorablemente el proyecto, como lo hicimos durante su trámite en el Senado.



A mi juicio, el Senador señor Cantuarias, al fundamentar el voto negativo de su Partido, incurrió en dos errores.



El primero consiste en intentar ver detrás de esta reforma objetivos distintos de los que se declaran explícitamente. Me parece un mal argumento el suponer otras intenciones que no sean las que formalmente se exponen tanto en el mensaje como en el proyecto que hoy día estamos por aprobar. Se trata de una enmienda técnica, que apunta fundamentalmente a generar condiciones para que exista participación plena de una parte sustantiva del electorado que vive desde la Séptima Región al sur, en regiones afectadas por un clima que en invierno es muy riguroso. No hay, por consiguiente, intención oculta. Sería absurdo pensarlo, porque, además, la prolongación del período, que es la otra crítica, es bastante inferior a los cuatro meses que erróneamente se han mencionado: sólo alcanza a cerca de 38 días. (Este argumento se expuso, en realidad, como aquí me indican, por la Senadora señora Feliú, no por el Honorable señor Cantuarias). La prórroga de los mandatos es por 38 días, porque se acorta el plazo entre los comicios y la asunción de las nuevas autoridades comunales, que era de 3 meses. En efecto, se propone que la elección se realice el 27 de octubre; y la asunción, el 6 de diciembre. Esto corrobora que la intención no es prolongar plazos, sino hacer un ajuste técnico.



El segundo error del Senador señor Cantuarias tiene que ver con la mención de estadísticas. Los registros que deben tenerse en cuenta no son los de participación electoral, sino los de meteorología. Hay que mirar el índice promedio de lluvias en junio durante los últimos cien años en Chile. Aunque no tengo conmigo ese antecedente, sí puedo asegurar a Su Señoría que desde Curicó al sur llueve muchos días en junio, ¡muchísimos! Y si en cualquiera de esos días se realizara una elección, evidentemente la abstención sería muy grande. Insisto: aquí la estadística útil es la meteorológica, porque el cambio propuesto tiene una función climática, y ésa es la razón del proyecto. ¿Para qué? Para que vote más gente. ¿Dónde? En el sur del país. Durante todo este siglo, y no por un capricho, las elecciones en Chile tienen lugar en primavera o a comienzos de otoño, en marzo, que es buena época para votar, sobre todo en el sur. En consecuencia, se persigue perfeccionar el sistema democrático.



Una última reflexión. Sin duda, se trata de una reforma menor. Uno se pregunta incluso si hubiera sido necesario (la Constitución obliga) que nos reuniéramos todos hoy día para discutir sólo este punto institucional, habiendo tantas reformas pendientes que buscan mejorar nuestro sistema y asegurar la calidad de la democracia chilena.



Sin embargo, se hace el esfuerzo mayor por perfeccionar la ordenación legal que tiene que ver con el sistema municipal, entre las reformas pendientes en las Cámaras, para avanzar un paso tanto en la administración comunal como en formas más directas y democráticas de generación de los alcaldes.



Por todas estas razones, voto que sí.

El Senador señor HORVATH.— Señor Presidente, Honorables colegas, sobre esta enmienda constitucional se pueden mencionar al menos cinco puntos que permiten despejar los argumentos en su contra.



En primer lugar, hay que verificar que la presente es apenas una postergación de menos de tres meses, y, por lo tanto, debe apreciarse en su justa perspectiva ante personas que han sido llamadas a desempeñarse durante cuatro años.



En segundo término, ha quedado bien en claro, desde el punto de vista constitucional, quién la está proponiendo y quién la está resolviendo. Obviamente, no son los alcaldes ni los concejales. Con ello se despeja toda duda de carácter ético.



En tercer lugar (éste es el fundamento mayor del proyecto), su objetivo es de orden práctico. No se trata del clima —como aquí se ha dicho—, sino de otra situación que el clima desenmascara: en el 50 por ciento del territorio nacional viven chilenos que, en condiciones determinadas, no pueden ejercer debidamente sus derechos. Ésa es la realidad. La mitad de los habitantes de nuestro territorio, quienes lo representan y ahí viven, carecen de condiciones de horas de luz, de medios de acceso, y soportan un franco abandono que les impide no sólo ejercer un derecho, sino, como bien ha quedado establecido, cumplir con una obligación.



Con respecto a las cifras, de alguna manera se nos trata de desorientar usando guarismos de carácter nacional para una realidad regional y local. Efectivamente, en 1992 la abstención fue una de las más bajas en elecciones municipales en Chile, apenas 10,2 por ciento. Pero vamos a analizar los porcentajes a un nivel más bien local.



Tenemos, por ejemplo, que en Tarapacá la abstención sube a 14,4 por ciento; en Antofagasta, a 13,6 por ciento; (obviamente, Valparaíso y Santiago contribuyen a bajar el promedio nacional); en la Región de la Araucanía alcanza a 14 por ciento; en la de Los Lagos al 12,5: en Aisén, Undécima Región (la más alta abstención del país), a 20 por ciento (uno de cada 5 electores no pudo sufragar); en Magallanes, a 18 por ciento.



Si uno va al interior de las comunas, se encuentra con que en Coihaique la abstención llega a 18 por ciento; en Aisén, a una cifra similar; en Villa O'Higgins, a 26 por ciento; en Tortel, a 23, y en Porvenir a 24 por ciento.



Como Parlamentarios, tenemos el deber de garantizar el ejercicio de una obligación, y dar igualdad ante la ley.



Desde el punto de vista de la soberanía popular, garantizada por el artículo 5° de nuestra Constitución, creo que en este caso en particular, queda bien garantizada. Y es conveniente que nosotros, a través de nuestra votación favorable, aseguremos esta soberanía a todos nuestros connacionales.



Por estas razones, señor Presidente, voto que sí.

El Diputado señor LATORRE.— Señor Presidente, quiero partir por dejar constancia de que, pese a las condiciones climáticas favorables, tenemos un 30 por ciento de ausentismo, entre Senadores y Diputados, el que, claramente, no obedece a la convocatoria a no asistir realizada por el Senador señor Larraín, porque la UDI se halla prácticamente completa.



En nombre de los Diputados democratacristianos, expreso mi reprobación a la invitación o insinuación pública en orden a no concurrir a este Congreso Pleno, efectuada por quienes se oponen a la presente reforma constitucional. Y reitero nuestra convicción de que, cualquiera que sea el voto en conciencia de un Parlamentario respecto de una enmienda a la Carta Fundamental, en particular de la que ahora nos ocupa, debe emitirlo de cuerpo presente. Por eso, pensamos que debería haber algún tipo de reprobación pública para aquellos que no han concurrido al Parlamento este día, y en especial para quienes instaron a proceder en tal sentido con el fin de no alcanzar el quórum necesario para celebrar esta sesión.



En cuanto al tema de la inconstitucionalidad planteado aquí, ya se han dado argumentos que permiten concluir que efectivamente no existen rasgos de ese vicio en la opción favorable a la reforma constitucional.



No obstante lo anterior, hay un punto del cual queremos hacernos cargo. En la fundamentación de voto del Senador señor Cantuarias, se insinúa que la inconstitucionalidad consistiría en que, sin consulta al soberano, se estaría ampliando un mandato, sugiriendo quizás con ello que el pueblo es el único que puede resolver esta materia mediante consulta plebiscitaria. Nos gustaría que hubiese coherencia entre ese planteamiento y la permanente oposición al mecanismo plebiscitario como medio para decidir situaciones relevantes que signifiquen una reforma constitucional, como, por ejemplo, las que dicen relación con la permanencia de Senadores designados y con la composición y atribuciones del Consejo de Seguridad Nacional y del Tribunal Constitucional, entre otras.



Creemos que en cuanto a la posibilidad de realizar consultas plebiscitarias, la coherencia obliga a nuestros colegas de Derecha, y en particular a los de la UDI, a adoptar una posición similar respecto de otras materias.



Con relación al tema climático, señor Presidente, no deseo agregar más argumentos a los que ya se han entregado. Sólo quiero manifestar mi más absoluta convicción de que para garantizar mayor participación del mundo rural en las elecciones de nuestro país se hace necesario prever cierto tipo de situaciones. Nosotros no estamos resolviendo problemas ocurridos en el pasado, sino previniendo contingencias futuras.



Tal como ya lo dijeron otros señores Parlamentarios, las estadísticas proporcionadas por el Senador señor Cantuarias son estadísticas globales que no se refieren al mundo rural y que, por tanto, no reflejan su realidad. En las últimas elecciones de alcaldes y concejales hubo innumerables dificultades en el país para que comunidades rurales pudieran participar en los comicios. En la Sexta Región, por ejemplo, hay constancia de la cantidad de obras de emergencia que tuvieron que realizarse los días previos para que algunas comunidades rurales pudieran votar, lo cual, por lo demás, se puede constatar en los antecedentes que existen sobre el particular.



En consecuencia, para la bancada democratacristiana es indiscutible que garantizar un mayor grado de participación del mundo rural coincide con nuestra preocupación por su desarrollo.



Por último, quisiéramos destacar que esta reforma constitucional amplía el mandato de concejales y alcaldes por algunos meses. Y no existe coherencia alguna entre los argumentos dados aquí por quienes objetan dicha prórroga con el comportamiento que ellos mismos tuvieron durante 17 años, donde lisa y llanamente se impidió la realización de elecciones en el país.



Voto favorablemente.

El Senador señor LAVANDERO.— Por ser consecuente con lo de 1958, voto que sí.

El Diputado señor LETELIER (don Juan Pablo).— Señor Presidente, estimados colegas, hay antecedentes históricos que indican que el Congreso Pleno tiene facultad para extender el mandato de las autoridades municipales. Pero más importante aún es el espíritu de esta reforma, cual es garantizar una mayor participación y transparencia en el proceso electoral municipal.



Somos partidarios de asegurar esa masiva participación, aunque, en este caso, la iniciativa esté dirigida no a la mayoría de los chilenos, sino —como dijo el Senador señor Díez— a la minoría de las zonas rurales, cuyos pobladores también tienen derecho, al igual que los de las grandes urbes, a elegir sus autoridades.



Asimismo, es importante garantizar la transparencia del proceso. Evidentemente durante el invierno en las localidades campesinas, como no se conoce plenamente la información y no se puede acudir a votar en condiciones de igualdad, no siempre hay transparencia. Y éste no es sólo un problema de abstención —como sugiere el Senador señor Cantuarias—, pues hay gente que para sufragar tiene que esperar parada en colas bajo la lluvia, al frío, en condiciones a veces inhumanas, porque en muchas ocasiones no se dan las condiciones climáticas favorables para hacerlo como corresponde.



Señor Presidente, hemos recogido y acogido una petición de la Asociación de Municipalidades, donde, sin objeción alguna, ese cuerpo colegiado y pluralista tan fundamental en nuestro país, ha manifestado su opinión favorable en el sentido de que se aplace la fecha de la elección municipal y, lo más importante, ha respaldado plenamente la reforma constitucional.



Los Diputados socialistas apoyaremos la reforma propuesta, pero queremos expresar que no es cierto que los actuales alcaldes y concejales estén abusando de una prórroga de su mandato. Ellos asumieron sus funciones el día 26 de septiembre de 1992 y, de aprobarse esta enmienda, los próximos lo harán a principios de diciembre de este año. Se trata de un tiempo breve, dentro del cual las autoridades en ejercicio que deseen concurrir a la reelección, deberán renunciar a sus cargos para participar en la contienda. De tal forma, no resulta efectivo que estén gozando de un período mayor al de su mandato, como algunos han sugerido.



Es más: con la reforma constitucional que se vota ahora, también se afecta el plazo de los consejeros regionales, pues deberán ser electos y asumir sus cargos en febrero de 1997, acortándose el plazo de los que se encuentran en ejercicio, quienes, sin duda, cumplen una función de trascendental importancia en la asignación de recursos de inversión pública en las regiones.



Señor Presidente, los Diputados socialistas respaldaremos la reforma constitucional en debate, pero deseamos señalar —al terminar mis palabras— nuestro compromiso e interés en que se revise el calendario electoral de nuestro país. Cuando se aprobó la reforma que acortó el período presidencial, el Diputado señor Viera-Gallo, quien intervino en representación de los Diputados de nuestra bancada, planteó nuestro interés en recuperar la simultaneidad de la elección parlamentaria y la presidencial, como una forma de garantizar mayor orden y coherencia y, también, menor cantidad de comicios, porque el calendario vigente —como lo señalaba el Senador señor Cantuarias— constituye un problema real. El hecho de que haya tantas elecciones —16 en los próximos 21 años—, evidentemente, es algo que no le conviene al país —no lo apoyamos— y hacemos un llamado al Congreso Pleno para trabajar con antelación a ellas, a fin de buscar la recuperación de la simultaneidad entre las elecciones parlamentarias y las presidenciales.

El Senador señor MUÑOZ BARRA.— Señor Presidente, efectivamente en la discusión de esta reforma constitucional el Partido por la Democracia ha dado argumentos dentro de los cuales ha señalado que uno de los principios básicos de la democracia es el respeto a las instituciones, para lo cual, obviamente, éstas tienen que ser serias.



En efecto, alguien podría afirmar que aquélla no se reduce solamente a las elecciones, pero, al mismo tiempo, éstas son básicas y fundamentales.



De ahí que consideremos que, combinando ambos principios y para que una democracia sea respetable, debe contar con un sistema electoral serio. Ése es el tema de fondo en este Congreso Pleno.



Lógicamente, contra ello atenta —al menos así lo estimamos— el hecho de que se estén cambiando permanentemente las reglas del juego electoral.



Desgraciadamente, ésta ha sido la norma en los últimos años, lo cual, lógicamente, no está contribuyendo al prestigio de las instituciones y de la política en general.



Deseo recordar a este Honorable Congreso que desde 1973 no ha existido elección alguna que no haya sido acomodada de una u otra manera a las circunstancias y conveniencias.



En 1973, el Tribunal Calificador de Elecciones aceptó disimuladamente los pactos electorales bajo la fórmula de las federaciones y confederaciones de partidos.



La consulta de 1978 y la aprobación de la Constitución de 1980, lisa y llanamente se realizaron sin reglamentación alguna. Mejor no recordarlas.



Posteriormente, el Plebiscito de 1988 se lleva a cabo de acuerdo con una legislación ad hoc, al igual que las elecciones presidenciales y parlamentarias de 1989.



Para las elecciones municipales, la legislación también tuvo que ser necesariamente especial, ya que se cambiaba el régimen existente.



En 1993, se cambia el período presidencial.



Y ahora, nuevamente, estamos hablando de modificar el sistema de elecciones municipales.



Un señor Senador manifestó que nosotros no tenemos facultad para prolongar el mandato de un Presidente en ejercicio. Ante tal ejemplo, quiero recordar que políticos pertenecientes a las mismas bancadas de aquél ofrecieron al ex Presidente de la República don Patricio Aylwin, realizar una reforma constitucional para ampliar su período presidencial, ante lo cual contestó, firme y sabiamente, que había sido elegido por cuatro años y que, por lo tanto, no aceptaba dicha reforma.



Es cierto, Honorables colegas, que a partir del año venidero, Chile entrará en una escalada electoral prácticamente sin pausas: elecciones municipales en 1996; parlamentarias en 1997; presidenciales en 1999; municipales en el 2000; parlamentarias el 2001, y así sucesivamente.



Entonces, creemos que se deben combinar dos elementos: por un lado, el país no puede vivir con semejante ritmo electoral, pues terminará cansando a la ciudadanía. Además, es obvio que los partidos rigidizan sus posiciones cuando se produce este tipo de situaciones electorales que vienen a complicar la tarea de gobernar. Por el otro, como representantes del Partido por la Democracia, estamos dispuestos a legislar siempre que se efectúe un acuerdo global, de manera que estas elecciones coincidieran, pero con la condición insoslayable de fijar reglas estables y que no se acomoden a las conveniencias ocasionales de los distintos sectores políticos.



Si fuese necesario consagrarlo constitucionalmente, inclusive con quórum altísimos, debería aprobarse así y no alterar permanentemente la situación eleccionaria.



Coincido con la distinguida Senadora que planteó la nulidad de todo aquello que no emerja del mandato popular, sobre todo si produce un efecto inaceptable y es contrario al pronunciamiento de la ciudadanía en cuanto a extender el período de los respectivos mandatos.



Por eso, nos opusimos a una mera prórroga de las elecciones municipales, máxime si no se aborda definitivamente el problema de la inestabilidad electoral, con sus serias repercusiones en el prestigio de las instituciones y de la política. Creemos que debe hacerse un esfuerzo muy de fondo —y a eso apuntábamos nosotros en el debate en el Congreso— para devolver el prestigio  y respetabilidad a la política, porque consideramos que nada atenta más contra ese principio de seriedad que el prorrogar el período de quienes fueron elegidos por un tiempo determinado.



Sin embargo, responsablemente el Partido por la Democracia, en la Cámara de Diputados y en el Senado, reconoció que nos encontramos frente a una situación absolutamente real y que no podemos eludir.



Hemos aceptado algunas enmiendas que dan transparencia al proceso municipal en su generación democrática. Frente a esos hechos de la realidad que he señalado sucintamente, pero sin esconder los argumentos que nuestra colectividad sostuvo en el Parlamento, vamos a entregar nuestros votos favorables a esta reforma constitucional.



Voto a favor.

El Senador señor OMINAMI.— Señor Presidente, el tema que hoy día nos convoca no es irrelevante.



El ámbito municipal ha adquirido en Chile una gravitación creciente. De hecho —al asumir nuevas funciones, por ejemplo, en campos tan importantes, como la salud y la educación— el municipio ha experimentado una evolución opuesta al Parlamento, el cual ha ido perdiendo manifiestamente atribuciones e influencias.



Modificar las fechas de una elección para garantizar al máximo la posibilidad de que el mayor número de ciudadanos pueda elegir a las autoridades municipales, es una reforma que resulta finalmente de un elemental sentido común.



Aquí se están simplemente reduciendo las posibilidades de que factores climáticos impidan que en una parte significativa del territorio nacional los ciudadanos no puedan cumplir, o tengan serias dificultades, su deber cívico. En tal sentido es una postergación puramente técnica, de pocos meses, y perfectamente justificada.



Muy distinto hubiera sido el caso de una prolongación de amplio alcance del mandato de las actuales autoridades municipales. Muchos nos hubiésemos opuesto a esa alternativa. Y estoy seguro de que no existen los votos en este Congreso para apoyar una iniciativa claramente atentatoria de la soberanía popular.



Espero, además, que a partir de las próximas semanas podamos abocarnos al indispensable perfeccionamiento de la Ley Orgánica de Municipalidades.



La experiencia de estos años de la mayoría de los municipios en múltiples terrenos —con sus méritos, pero también sus limitaciones— obliga a sacar conclusiones que deben ser incorporadas en una revisión de esa legislación. La eficiencia, la probidad y la transparencia son condiciones que no están todavía plenamente garantizadas en la mayor parte de nuestros municipios.



El Parlamento ratificará hoy día, señor Presidente, una reforma constitucional. Me hubiera gustado que hubiéramos podido avanzar más en el campo del perfeccionamiento de nuestro orden institucional. De alguna manera siento que este Congreso Pleno se merecía más.



Espero que en el curso de las próximas semanas podamos también retomar la importante discusión acerca del necesario perfeccionamiento institucional de nuestro país.



Voto favorablemente.

El Senador señor PIÑERA.— Señor Presidente, Honorables colegas, deseo expresar una discrepancia, una protesta, una opinión y una voluntad.



La discrepancia, con aquellos que anunciaron que no asistirían a la sesión de Congreso Pleno como una forma de expresar su rechazo al proyecto. Pero la forma correcta de manifestar esa oposición no es a través de la prensa ni con la inasistencia, sino con su presencia en este acto y votando de acuerdo a su criterio.



La protesta, con los Parlamentarios que anunciaron que no concurrirían a esta sesión para no cohonestar un acto antidemocrático e inconstitucional.



Sin perjuicio de declarar que están equivocados desde el punto de vista constitucional, como muy bien lo ha expresado aquí el Honorable señor Díez —a mi juicio, esa posición constituye una falta de consideración para el resto de quienes estamos hoy día presentes y no cohonestando ningún acto antidemocrático, sino simplemente cumpliendo con nuestro deber—, debo señalar, en segundo lugar, que también constituye una cierta arrogancia pretender autoerigirse en guardián o tutor de la democracia.



Si alguien tiene una discrepancia sobre la constitucionalidad de un proyecto de ley o de una reforma a la Carta, a mi juicio, el camino correcto es presentar un requerimiento ante el tribunal correspondiente, lo que no fue cumplido por ningún Parlamentario. Y, por lo tanto, lo que no se hace por los conductos regulares no debe realizarse a través de la prensa, porque eso no permite un debate adecuado: simplemente desinforma y confunde a los ciudadanos respecto del funcionamiento de la democracia.



La opinión, se refiere al debate climatológico, el cual no resiste ningún análisis, por una razón muy simple: nunca en Chile hubo mal tiempo durante una elección. Antes ellas se llevaban a cabo en septiembre y en marzo. Y la elección municipal de junio de 1992, se hizo con un excelente tiempo en todo el país. Por lo tanto, no se puede predecir cuál será la abstención en un día con lluvia. Pretender predecir la abstención que habrá en un día con lluvia a partir de los datos históricos de uno sin lluvia, es un atentado contra la lógica.



Y, finalmente, la voluntad es votar en favor de este proyecto de reforma constitucional.

El Senador señor RIOS.— Señor Presidente, estamos frente a dos reformas constitucionales cuyos concepto y extensión deben quedar claramente precisados en la historia de la ley, especialmente, según mi punto de vista y el de otros Senadores integrantes de la Comisión de Gobierno, en lo tocante a una de ellas.



Una se refiere a la fecha de las elecciones —de la cual ya se ha hablado— y a la de la constitución de los concejos comunales, que se efectuará 40 días después de celebradas aquéllas (antes eran 90).



Y la segunda —también muy importante y trascendente— se relaciona con las tareas del Secretario Municipal. Dice la norma respectiva: "El Secretario Municipal cumplirá las funciones de aquellos concejos que no se constituyan el día señalado, hasta la instalación de éstos.".



Al respecto, es necesario formular las siguientes consideraciones.



Puede ocurrir —y así debe entenderlo, en mi opinión, la Contraloría General de la República— que se constituya el alcalde y no los concejos. Pero el inciso pertinente se refiere al caso de que no lo haga autoridad alguna: ni alcaldes ni concejales. En ese instante asume en plenitud las funciones (tanto las normativas como las ejecutivas y resolutivas) el Secretario Municipal, hasta el momento en que se resuelvan los problemas legales que afecten la constitución del concejo.



Ello es muy importante, porque, según los antecedentes que hemos recibido acerca de la instalación de los concejos comunales, algunas veces ha sobrepasado los cien días posteriores a la elección y cincuenta a sesenta días a la fecha de constitución de aquéllos.



Eso, sin duda alguna, puede dar lugar a que en un período más corto, de cuarenta días, muchos concejos no se constituyan y la municipalidad quede al margen de las responsabilidades y funciones que le son propias.



Por tal motivo, el Secretario Municipal adquiere, a mi juicio, gran trascendencia, ya que asume la totalidad de las funciones de los concejos no constituidos.



Finalmente, insisto en que puede ocurrir que el alcalde se constituya, pero no así los concejos, situación en la que aquél asume la totalidad de las funciones.



Esta reforma constitucional, a mi entender, abre la posibilidad de un gobierno municipal más permanente y activo en todas las comunas del país.



Voto que sí.

El Senador señor SIEBERT.— Señor Presidente, sólo deseo aportar algunos antecedentes relativos a la Región que represento en el Senado.



En mi zona hay un centenar de islas, pertenecientes a las Provincias de Llanquihue, Chiloé y Palena, donde habitan miles de personas que, para trasladarse a los lugares de votación, utilizan botes y toda clase de embarcaciones. Y, contrariamente a lo que algunos han dicho, no se trata de lluvias más o lluvias menos, sino de facilitar a esa gente la concurrencia a los locales donde tiene que sufragar, pues cuando los temporales arrecian le es imposible cumplir ese deber cívico. Sin ir más lejos, este invierno fue tremendamente crudo y hubo comunas —por ejemplo, las de Cochamó, Hualaihué, Futaleufú y Palena— que permanecieron prácticamente la mitad de esa estación cubiertas de nieve.



No estamos preparados para afrontar esas circunstancias. Ni a caballo esa gente puede llegar a los locales de votación. Y creo que sí le será factible hacerlo de trasladarse al mes de octubre la fecha de las elecciones.



Señor Presidente, creo firmemente en las bondades de nuestra Constitución, pero también considero que algunas de sus normas son perfectibles con medidas lógicas y racionales como ésta.



Por eso, voto que sí.

El Diputado señor ULLOA.— Señor Presidente, señores Senadores y Diputados:



Nuevamente estamos enfrentados a un proyecto de reforma constitucional que obedece a otra monumental improvisación del Gobierno, lo cual fue claramente señalado por Diputados y Senadores que hicieron alusión al trámite de urgencia dado por el Ejecutivo a esta materia.



Se nos convoca el día de hoy, en virtud del artículo 117 de nuestra Carta Fundamental, para pronunciarnos a favor o en contra de una reforma que permite, saltándose o —más propiamente dicho— desconociendo la voluntad popular manifestada por más de siete millones de compatriotas en junio de 1992, cuando se eligió a nuestras autoridades comunales por el plazo de cuatro años, prolongar arbitrariamente el mandato de éstas, sobre la base de un acuerdo mayoritario de partidos que, sin un fundamento jurídico ni democráticamente aceptable ni justificable y —lo que es peor— con el aval del Gobierno, introduce una variable de serio cuestionamiento de las instituciones democráticas y de las prácticas comúnmente aceptadas.



Veamos ahora cuál es la fuerza o el imperio en que se sustenta una medida como ésta.



De acuerdo a sus impulsores y a quienes hemos escuchado, sólo existe la voluntad de permitir que el máximo de chilenos pueda expresar su decisión en términos de votar, porque la actual fecha fijada para las elecciones municipales, por estar en la estación invernal, impediría un desarrollo masivo.



Al respecto, sólo cabe preguntarse: ¿Es que en los países con climas rigurosos la democracia no puede darse como forma de Gobierno? ¿O tal vez hemos inventado una nueva forma de Gobierno que, pomposamente, podríamos llamar "democracia climática"?



Sinceramente, debo decir que, en teoría democrática, nada de eso existe, y —lo que es peor— no hay un solo estudioso del modelo democrático que sustente tamaño absurdo.



Estamos, pues, en presencia de un precedente nefasto, ya que con el mismo criterio y otro argumento podríamos prolongar nuestros propios mandatos.



Por el contrario, si de mejorar el sistema se trata —materia en que la UDI siempre va a estar dispuesta—, entonces se debe proponer que tal reforma surta efecto en el período siguiente. De esta manera se efectúan, en todo proceso democrático correcto, los cambios o perfeccionamientos que el modelo amerita.



Señor Presidente, estas reflexiones que hoy expongo son las que la Unión Demócrata Independiente considera necesario expresar ante este Congreso Pleno. Por ello, mantenemos nuestra coherencia y nuestro estilo. Y así como defendemos el modelo establecido en nuestra Carta Fundamental, exigimos y demandamos de todos los actores políticos la misma coherencia.



Extraño resulta observar que quienes decían temer que el Gobierno de las Fuerzas Armadas y de Orden no respetara las fechas fijadas en la Constitución hoy sean mayoritariamente los mismos que no respetan ni el mandato popular que ellos tanto buscaron representar y que ahora, a todas luces, están ignorando.



Vale la pena preguntarse cuál o cuáles son las verdaderas razones para esta alteración democrática. ¿Será conveniente acaso buscar en la necesidad de que no coincidan las elecciones internas de determinado partido con las municipalidades para que no afloren las denominadas "sensibilidades distintas"? ¿O tal vez alguna colectividad no alcanzó a inscribirse en todas las Regiones y la postergación le permite ganar tiempo para hacerlo?



Si de verdad éstas forman parte de las llamadas "razones ocultas", son de dudosa moralidad y, por supuesto, carecen de toda legitimidad democrática.



Señor Presidente, el problema final no es la reforma propiamente tal, sino a quiénes y en qué instante afecta. Y naturalmente, en un modelo democrático, el estilo que hoy se está implementando es por completo desconocido.



Por último, sólo cabe señalar que el argumento aquí recordado sobre las elecciones y la reforma de 1958 fue completamente distinto y nada tiene que ver con el problema climático aducido en esta oportunidad.



Por tales razones, la bancada de Diputados de la UDI rechaza esta reforma constitucional.



Voto que no.

El Senador señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Señor Presidente, excúseme por abusar quizá del tiempo de los señores Parlamentarios en este Congreso Pleno. Pero, aprovechando que por ubicación alfabética me corresponde votar al final, no puedo dejar pasar ciertas afirmaciones, sobre todo las efectuadas por algunos Parlamentarios tanto en este recinto como a través de la prensa, según ya se ha señalado.



En primer lugar, no me cabe la menor duda de que la aprobación de la reforma constitucional que hoy día nos ocupa está perfectamente enmarcada dentro de nuestras facultades —y así lo han hecho presente diversos señores Senadores y Diputados—, porque nuestro poder constituyente delegado nos autoriza para actuar en todo el amplio marco de las normas fundamentales.



En segundo término, como se expresó, ésta no es una materia nueva. Muchas veces se olvida que el Congreso Nacional ha modificado los mandatos, no el de los Parlamentarios, pero sí el de los antiguos regidores ; y hoy día lo hacemos con el de los concejales.



En tercer lugar, me llama la atención —y procedo, al igual que otros Senadores y Diputados, en defensa del Congreso Nacional y de la política— el hecho de que algún Parlamentario haya manifestado que con el acto de hoy estaríamos cohonestando una acción antidemocrática. Esto debemos rechazarlo de plano: primero, porque es un cargo a todos nosotros, sin excepción; y segundo, porque niego autoridad moral y política al que lo hizo, ya que mal puede calificársenos de antidemocráticos a dirigentes políticos y parlamentarios que hemos luchado una vida entera por la democracia y que tratamos de recuperarla cuando la perdimos.



El Parlamentario que formuló tal cargo —hoy día no asistió, dejando de cumplir su deber constitucional de estar presente en esta Sala— no es de las personas a quienes yo podría reconocer esa autoridad, porque durante mucho tiempo le vi guardar silencio cuando en Chile no había elecciones y se prorrogaban los mandatos sin consultar en ningún momento a la soberanía popular.



Por otra parte, el Diputado señor Ulloa hizo una afirmación bastante poco feliz al hablar de la improvisación del Gobierno.



Modificar una Constitución no es improvisar; cambiar un plazo no es improvisar. Los Parlamentarios hemos estudiado la situación. Y el planteamiento del Ejecutivo se hizo previa consulta a diversos sectores políticos, algunos de los cuales estuvieron de acuerdo.



Por lo tanto, no se trata de una improvisación: aquí ha habido un proyecto de reforma constitucional tramitado seriamente por el Parlamento.



También quiero recordar a ese Señor Diputado y a su Partido que para tener autoridad democrática hay que tener pasado democrático. Y quienes contamos con pasado democrático podemos levantar nuestra voz para reclamar.



Podemos discrepar; podemos decir que estamos a favor o en contra de prorrogar el plazo; podemos aducir factores climáticos o de otra naturaleza. Aquí se han dado todas las razones para proceder como hemos hecho. Pero no se puede sostener que los Parlamentarios que aprobamos esta reforma estamos cometiendo un acto que va contra la democracia, porque ése es un cargo gratuito, infundado e inaceptable.



Voto que sí.



—(Aplausos en la Sala).

El señor VALDÉS (Presidente).— Terminada la votación.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario) .— Resultado de la votación: 104 votos por la afirmativa, 17 por la negativa, y 2 abstenciones.


Votaron por la afirmativa los Senadores señores Carrera, Díaz, Díez, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hormazábal, Horvath, Huerta, Lagos, Larre, Lavandero, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Otero, Páez, Piñera, Ríos, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Siebert, Sule, Valdés, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés), y los Diputados señores Acuña, Aguiló, Allamand, Arancibia, Ascencio, Aylwin (don Andrés), Aylwin (doña Mariana), Balbontín, Caminondo, Cardemil, Ceroni, Cornejo, Cristi, De la Maza, Dupré, Elgueta, Encina, Errázuriz, Escalona, Espina, Estévez, Ferrada, Fuentealba, Gajardo, García (don Rene Manuel), García (don José), González, Gutiérrez, Hernández, Hurtado, Jara, Jeame, Jocelyn-Holt, Jürgensen, Kuschel, Latorre, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Martínez (don Gutenberg), Morales, Munizaga, Naranjo, Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pizarro, Prochelle, Prokuriga, Rebolledo, Reyes, Ribera, Rocha, Rodríguez, Salas, Seguel, Silva, Solís, Soria, Sota, Taladriz, Tohá, Urrutia (don Raúl), Urrutia (don Salvador), Valenzuela, Vargas, Venegas, Vilches, Villegas, Villouta, Walker, Wörner y Zambrano.



Votaron por la negativa los Senadores señores Alessandri, Cantuarias, Errázuriz, Feliú, Mc-Intyre y Martin, y los Diputados señores Bartolucci, Coloma, Longueira, Martínez (don Rosauro), Masferrer, Melero, Moreira, Orpis, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor) y Ulloa.



Se abstuvieron los Diputados señores Álvarez-Salamanca y Valcarce.

El señor VALDES (Presidente).— En consecuencia, queda aprobado el proyecto de reforma constitucional, dejándose constancia de que se ha reunido el quórum respectivo.



Se levanta la sesión,



—Se levantó a las 13:11.








Manuel Ocaña Vergara,







Jefe de la Redacción del Senado







